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León, Guanajuato, a veintiocho de febrero del año dos mil siete. . . . . . . 

V I S T O S  para resolver los autos del recurso de inconformidad, identificado con el número 101/2003, promovido por “Banco Santander Mexicano, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander Serfin” a través de su Apoderado Legal Licenciado Armando Reynoso Estrada, en contra de la Audiencia de Calificación de fecha veintiocho de septiembre del dos mil dos, llevada a cabo por el Arbitro Calificador Licenciado Marcelo Márquez Martínez, en la que se impuso una multa a la persona moral de referencia, y en contra de mandamiento de ejecución número 00542345, de fecha veintitrés de junio del dos mil tres; y: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

Segundo.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que la parte recurrente tuvo conocimiento del acto impugnado, atento a lo que establece la fracción I del artículo 29 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . 

Tercero.- La personalidad con la que comparece a este Recurso de Inconformidad el Licenciado Armando Reynoso Estrada, se encuentra debidamente acreditada mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 65,463 sesenta y cinco mil cuatrocientos sesenta y tres de fecha diez de febrero del dos mil tres, otorgada ante la fe del Licenciado Miguel Alessio Robles, titular de la Notaria Pública número diecinueve, en legal ejercicio en el Distrito Federal, en la cual se observa que el Ciudadano Alfredo Acevedo Rivas, en su carácter de Delegado de la Sesión del Consejo de Administración de “Banco Santander Mexicano, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander Serfín”, otorgó a favor del Licenciado Armando Reynoso Estrada, poder general para pleitos y cobranzas, con todas las facultades generales y aún con las especiales que de acuerdo con la ley requieran poder o cláusula especial. Lo anterior se advierte en la cláusula única de la  escritura pública ya descrita. . . . . . . 

Copia certificada por el Licenciado Salvador Peguero Hernández, Notario Público número cuarenta y uno de Guadalajara, Jalisco, y a su vez certificadas por la Secretaria del Juzgado Administrativo Municipal, que constituye un documento público conforme lo establece el artículo 132 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 207 del citado Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, según se dispone en el artículo 41 segundo párrafo del referido Reglamento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Cuarto.- En la presente causa administrativa se impugnan el mandamiento de ejecución número 00542345 439-00 de fecha veintitrés de junio del dos mil tres, emitido por el Tesorero Municipal y la audiencia de calificación  de fecha veintiocho de septiembre del dos mil dos, con número de folio 2485, veintiocho de septiembre del dos mil dos, llevada a cabo por el Arbitro Calificador Licenciado Marcelo Márquez Martínez, en la que se impuso una multa a “Banco Santander Mexicano”, por la cantidad de $ 3,500.00 (Tres Mil quinientos pesos 00/100 Moneda nacional), cuya existencia se encuentra acreditada con la copia al carbón del mandamiento de ejecución y con la copia fotostática de la audiencia señalada, que obran en el expediente y con el reconocimiento que hace la autoridad demandada, al contestar el recurso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Quinto.- Previamente al estudio de fondo, por razones de ORDEN PUBLICO, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León., Guanajuato, de las cuales las autoridades demandadas hacen valer la contemplada en la fracción VIII del referido artículo 49, toda vez que afirman que los agravios planteados por la recurrente, son agravios de constitucionalidad, por lo que este Juzgador no puede resolver sobre los mismos, al respecto, este Juzgador considera que no se actualiza la causal de improcedencia aducida, pues si bien es cierto que la parte recurrente refiere en sus agravios la violación al artículo 16 Constitucional, dicho precepto se señala como vulnerado en relación a la debida fundamentación y motivación que deben contener los mandamientos que emita la autoridad competente, obligación constitucional que rige para las autoridades administrativas de todos los ámbitos de gobierno, y que en todo caso se estudiaría la legalidad de los actos administrativos, en específico a lo referente a la fundamentación y motivación, sin revisar cuestiones de constitucionalidad, por lo que en este sentido, resulta infundada la causal señalada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por otra parte, de oficio, este Juzgador advierte que respecto de los actos  impugnados al Agente de policía demandado, Julio César Araujo Valdenegro, se actualizan las causales de improcedencia previstas en las fracciones V y VIII del artículo 49, en relación con el 30 fracción VII del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Esto es así, ya que si bien es cierto, la parte recurrente no señaló con claridad en que consistió el acto impugnado a dicho elemento, también lo es que la participación de dicho Agente se limitó a la elaboración del parte informativo y del citatorio de fecha veintisiete de septiembre del dos mil dos; por lo que respecto de tales actos, se actualiza en primer lugar la causal de improcedencia prevista en la fracción VIII del artículo 49 en relación con la fracción VII del artículo 30 del mismo Reglamento, porque en su escrito inicial del recurso no precisó los agravios que le causaban los actos que el Agente de Policía realizó, por lo que sus agravios en contra de tales actos son inexistentes, configurándose así la causal en comento. . . . . .

Asimismo, se actualiza la causal prevista en la fracción V del artículo 49, porque el parte informativo no puede afectar los intereses jurídicos de la empresa recurrente, ya que por naturaleza, dicho documento sólo es el medio, realizado de manera unilateral, por virtud del cual los elementos policíacos hacen una relación de hechos y circunstancias que únicamente a ellos les constan, haciéndolo del conocimiento de sus superiores, por lo que el mismo no incide en la esfera de los gobernados y, en consecuencia no afecta sus intereses jurídicos. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por esta razón, en cuanto a los actos impugnados, realizados por el Agente de Policía demandado, al actualizarse las causales de improcedencia previstas en las fracciones V y VIII del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, por lo que, con fundamento en lo establecido en la fracción I del artículo 50 del citado Reglamento de Justicia Administrativa, procede decretar el  sobreseimiento en el presente recurso de inconformidad, única y exclusivamente, respecto de los actos impugnados del elemento de policía Julio César Araujo Valdenegro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sexto.- No encontrando alguna otra causal que impida el estudio de fondo del presente asunto, en cuanto a la resolución dictada con fecha quince de diciembre del dos mil cinco, por el Licenciado Marco Antonio Hernández Arellano, se procede a analizar los agravios esgrimidos por la recurrente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En virtud de que se impugnan tanto el mandamiento de ejecución, emitido por el Tesorero el veintitrés de junio del dos mil tres, como la audiencia de calificación de fecha veintiocho de septiembre del dos mil dos, es preciso estudiar en primer lugar, los agravios que se aducen en contra de la audiencia de calificación levantada por el Arbitro Calificador, ya que por haber sido elaborada con anterioridad, el resultado del examen de dicho acto a la luz de los agravios aducidos, acarrearía consecuencias  jurídicas para el mandamiento de ejecución que deriva de la mencionada audiencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Asimismo, este Juzgador analizará en primer lugar los agravios que puedan llevar a declarar la nulidad total del acto impugnado, pues por principio de economía procesal, si uno de los agravios es suficiente para declarar la nulidad total del acto, resultaría innecesario el estudio de los demás, pues tal análisis en nada variaría el sentido de la resolución que  llegara a dictarse. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así, en el octavo agravio, señala la recurrente en esencia, que se vulneran los artículos 32, 33, 34, 35 y 36 del Reglamento de Policía y Buen Gobierno del Municipio de León, Guanajuato, porque se impuso una sanción por la cantidad de $3,500.00 (tres mil quinientos pesos 00/100 Moneda Nacional), sin señalar los motivos que llevaron a determinar dicha multa, es decir, que no se encuentra motivada la audiencia de calificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Una vez analizado el acto recurrido, este juzgador advierte como fundado el agravio que se estudia, toda vez que la autoridad demandada, al dictar la resolución de fecha veintiocho de septiembre del dos mil dos, si bien la funda en preceptos legales aplicables, en cuanto a la motivación omite expresar las razones que haya considerado para estimar que el caso puede subsumirse en las hipótesis previstas en esas normas jurídicas y los motivos que tuvo para fijar la cuantía de la multa impuesta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, de la lectura del acto impugnado se desprenden dos situaciones, la primera es que la autoridad demandada sólo se limitó a señalar, en el considerando único, que “del citatorio se observa que si cumple con los requisitos de procedibilidad, contemplados por el artículo 24 del Reglamento de Policía y Buen Gobierno” y por otro lado en el resultando primero sólo transcribe el contenido de la fracción V del artículo 13 del citado Reglamento de Policía sin expresar razonamientos sustanciales tendientes a adecuar el caso concreto a una hipótesis normativa y, la segunda es que, al imponer la multa, no hace señalamiento alguno respecto a la situación económica y personal del infractor, lo que se traduce en una indebida motivación, siendo que es imperativo para las autoridades, aparte de fundar, el motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

El imperativo antes señalado, para la autoridad demandada se encuentra contenido, amén de en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la fracción IV del artículo 33 del Reglamento de Policía y Buen Gobierno que a la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 33.- La audiencia se desarrollará de la siguiente manera: . . . . . . . . . . . . . . . . 

I.- al III... . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

IV.- finalmente el Arbitro Calificador resolverá fundando y motivando su resolución conforme a las disposiciones de este y otros ordenamientos. La resolución se notificará...”. . . . . . . . .

Así las cosas, este juzgador considera que en la resolución impugnada, la autoridad demandada no expresa razonamientos por los que se consideró que los hechos desplegados por el personal de la persona moral impugnante se adecuaban al precepto que se consideró infringido, aunado al hecho de que no hace referencia alguna a las circunstancias de tiempo, lugar, modo u ocasión en que se produjeron los hechos que dieron lugar a la falta o infracción, toda vez que las mismas no quedan precisadas en la resolución que se impugna por el sólo hecho de haber citado el Arbitro Calificador, en la misma, el citatorio y el parte informativo, en razón a que, dicho juzgador está obligado a razonar y a precisar en el cuerpo de esa resolución en base a que estima acreditada la falta o infracción, por lo que son precisamente esas omisiones las que conllevan a concluir que la resolución dictada con fecha veintiocho de septiembre del dos mil dos, por el licenciado Marcelo Márquez Martínez, en su carácter de Arbitro Calificador de este municipio, no esta debidamente motivada, conculcándose con ello, en perjuicio de la recurrente, el contenido de la fracción IV del artículo 33 del ordenamiento municipal antes transcrito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirven de apoyo a los razonamientos antes emitidos, resulta aplicable la tesis de Jurisprudencia siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.”. . . 

No. Registro: 203,143. Jurisprudencia. Materia(s):Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Marzo de 1996. Tesis: VI.2o. J/43. Página: 769. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De igual manera, resulta que la autoridad demandada para la imposición de la sanción consistente en multa por la cantidad de $ 3,500.00 (Tres mil quinientos pesos 00/100 Moneda Nacional) no hace una adecuada motivación al no tomar en consideración lo que establece el artículo 42 del Reglamento de Policía y Buen Gobierno del Municipio de León, Guanajuato, ya que no expresa los motivos y razones que tuvo para fijar la cuantía de dicha sanción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


El artículo 38 del Reglamento de Policía y Buen Gobierno antes mencionado, establece que a quienes infrinjan o cometan faltas administrativas contenidas en el mismo se le impondrá, entre otras sanciones, multa conmutable con arresto hasta por treinta y seis horas, por su parte el artículo 40 de dicho ordenamiento municipal establece que las multas que se apliquen no podrán exceder de los cien días de salario mínimo vigente en la zona, que si bien señala máximo pero no un mínimo, de la lectura de dicho texto legal se entiende que el parámetro del que goza la autoridad responsable, para fijar la multa es de uno a cien salarios mínimo, vigente en la zona. . 


Es por ello que, si bien es cierto, la autoridad demandada, puede fijar, a su arbitrio, el monto de la multa que corresponda dentro de los parámetros señalados en el Reglamento Municipal referido, también es cierto que para ello debe observar lo que dispone el artículo 42 del mismo, el que a la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 42.- El Arbitro calificador determinará la sanción en cada caso concreto, tomando en cuenta para el ejercicio de su arbitrio la naturaleza y las consecuencias individuales y sociales de la falta, las condiciones en que esta se hubiera cometido, las circunstancias personales del infractor y los antecedentes de éste.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Lo anterior se traduce en que la autoridad demandada tiene la obligación de razonar su arbitrio al individualizar la sanción de conformidad con la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia o cualquier otro elemento del que pueda inferirse la levedad o la gravedad del hecho infractor, pues la multa debe ser proporcional al daño que la infracción causa, por lo que para la correcta imposición de una sanción no basta la simple cita del precepto legal en que se funda, ya que debe determinarse la gravedad de la infracción y para ello es menester que la autoridad razone pormenorizadamente las peculiaridades del infractor y de los hechos motivo de la infracción especificando la forma y manera como influyen en su ánimo para detenerla en cierto punto, entre el mínimo y el máximo de la sanción, justificando así el ejercicio de su arbitrio para la fijación de las sanciones con base en la gravedad de la infracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el caso concreto, como bien puede verse en la resolución de fecha veintiocho de septiembre del dos mil dos en la que se impuso, a la recurrente, una multa por la cantidad de tres mil quinientos pesos, la autoridad demandada en el resolutivo tercero, para determinar la sanción sólo se limita a decir que: “Por las razones anteriormente expuestas... es de considerar y se resuelve que únicamente y por lo que respecta a la falta administrativa del artículo 13 fracción V  imputada a l infractor se encuentra plenamente comprobada, por lo cual se procede a sancionar con una multa de $ 3,500.00 (Tres mil quinientos pesos 00/100 moneda nacional...”, siendo omisa en precisar las razones por las que se determinó imponer tal monto y no una cantidad mayor o una menor y las circunstancias y condiciones particulares del infractor para imponer la multa señalada, tales como la gravedad de la infracción, reincidencia y la capacidad económica del infractor y más aún, no puntualiza a cuantos salarios mínimos equivale la multa impuesta, contraviniendo, por todo ello, el artículo 42 transcrito en párrafos anteriores. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de sustento a lo antes expresado el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, contenido en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MULTAS. ARBITRIO DE LAS AUTORIDADES PARA IMPONERLAS ENTRE EL MINIMO Y EL MAXIMO PERMITIDO POR LA LEY. DEBE RAZONARSE. Las autoridades administrativas pueden cuantificar las multas que correspondan a infracciones cometidas y, al hacerlo, gozan de plena autonomía para fijar el monto que su amplio arbitrio estime justo dentro de los límites señalados en la ley; empero, al determinar la sanción, deben expresar pormenorizadamente los motivos que tengan para fijar la cuantía de multa, para lo cual hay que atender a las peculiaridades del caso y a los hechos generadores de la infracción, y especificar cómo influyeron en su ánimo para detener dicho arbitrio en cierto punto entre el mínimo y el máximo en que oscila la multa permitida en la ley. . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. No. Registro: 231,989. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia:. Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Segunda Parte-2, Enero a Junio de 1988. Tesis: I. 2o. A. J/6.. Página: 836. Genealogía:  Gaceta número 7, Agosto de 1988, página 22. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Séptimo.- En virtud de que el octavo agravio resulto ser eficaz, es innecesario el estudio de los demás agravios esgrimidos por la parte recurrente, ya que su estudio no afectaría el sentido de esta resolución, por lo que resulta aplicable por analogía, el criterio que sostiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. . . .

No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es por todo lo antes expuesto que, al no estar debidamente motivada la resolución que se impugna, resulta fundado el agravio esgrimido por la recurrente por lo que procede declarar la nulidad total  de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por lo que se concluye que si la audiencia de calificación impugnada se encuentra afectada de nulidad, en consecuencia, debe declararse también la nulidad del mandamiento de ejecución emitido por el Tesorero Municipal y cuya acta de embargo y notificación fue realizada el ejecutor Benito Valencia Gómez; ya que considerando que la audiencia de calificación constituye el acto que originó al mandamiento de ejecución, la referida audiencia de calificación tiene el carácter de principal, mientras que el mandamiento de ejecución, con el acta de diligencia de embargo,  tienen el carácter de accesorios, pues para que estos últimos actos nazcan y produzcan sus efectos jurídicos normales, debe existir con antelación una audiencia de calificación emitida por el arbitro calificador, por lo que si se declara nula dicha acta, todos los actos subsecuentes se encuentran afectados de nulidad. . . . . . . . . . . . . 

Por lo que al declararse nulo el mandamiento de ejecución emitido por el Tesorero Municipal, se ordena el levantamiento del embargo trabado sobre bienes de la persona moral recurrente, el día primero de agosto del dos mil tres, por el ejecutor demandado Benito Valencia Gómez, pues dicho embargo se realizó con fundamento  en el mandamiento anulado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

Por lo anteriormente expuesto y además con fundamento en los artículos 206 Segundo párrafo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 41 segundo párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y 1°, 2° fracción III, 3°, 4°, 7-C fracción I, 15 fracción I, 47 y 48 fracción II, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el Sobreseimiento del recurso respecto de los actos impugnados al Oficial de Policía Julio César Araujo Valdenegro, por las consideraciones lógico-jurídicas expuestas en el considerando quinto de la presente Resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se declara la Nulidad Total tanto de la resolución de fecha veintiocho de septiembre del dos mil dos, dictada por el Arbitro Calificador Licenciado Marcelo Márquez Martínez, en la que se impuso a la persona moral recurrente una multa por la cantidad de $3,500.00 (Tres mil quinientos pesos 00/100 Moneda Nacional); así como del mandamiento de ejecución número de crédito 00542345 439-00, de fecha veintitrés de junio del dos mil tres, emitido por el Tesorero Municipal; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando sexto de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.-  Se ordena al Tesorero Municipal el levantamiento del embargo practicado el día primero de agosto del dos mil tres; lo que se deberá realizar una vez que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo informar a este Juzgado sobre el cumplimiento dado al presente resolutivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese personalmente a la parte recurrente en el domicilio señalado en autos para tal efecto y a las autoridades demandadas por oficio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez.- quien da fe. . . . . 

